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SALA DE LO PENAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las diez horas del día dieciséis de agosto de mil novecientos noventa y cinco.

Vistos en casación del auto interlocutorio definitivo pronunciado al conocer en apelación por la Cámara de lo Penal de la Primera Sección de Oriente, a las catorce horas y cuarenta minutos del día treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y tres, en el proceso penal ordinario iniciado de oficio contra SANTOS GUEVARA PORTILLO, conocido por "Comandante Domínguez", de generales ignoradas por ser imputado ausente; SEVERIANO FUENTES FUENTES, de seudónimo "Aparicio", en la época del delito de treinta años de edad, obrero, soltero, originario del Cantón Zunzulaca, jurisdicción de Cacaopera, Departamento de Morazán y vecino de San Salvador, y FERMAN HERNANDEZ AREVALO, de seudónimo "Portillo", en la época del delito de treinta y seis años de edad, agricultor, casado, originario del Cantón Joya del Matazano, jurisdicción de Chilanga, Departamento de Morazán; procesados por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en los militares estadounidenses DAVID HENRY PICKETT y EARNEST GEAN DAWSON Jr., el primero con el grado de Teniente Coronel y el segundo Cabo de Primera Clase, hecho cometido el día dos de enero de mil novecientos noventa y uno, en el punto denominado "El Recodo", del Cantón San Francisco, jurisdicción de Lolotique, Departamento de San Miguel.

Han intervenido en Primera Instancia el Bachiller Santos Ergar Flores Arenívar como Fiscal Adscrito al Juzgado de Primera Instancia de Chinameca y los Licenciados Jorge Carlos Figeac Cisneros, Ricardo Marcial Zelaya Larreinaga, Nelson Barrera Saravia y Oswaldo Escobar Colocho como Agentes Específicos y en representación del señor Fiscal General de la República; el Licenciado Narciso Rovira Flores, en su carácter de Acusador Particular y como Defensores de los imputados el Lic. Ely Avileo Díaz Chávez y los Doctores Disraely Omar Pastor y Luis Domínguez Parada; en Segunda Instancia el mismo Acusador Particular y los Licenciados Figeac Cisneros y Zelaya Larreinaga así como el Licenciado Juan Miguel Cardona Arias en su carácter de Fiscal de Cámara y el defensor Dr. Disraely Omar Pastor y en el presente recurso el Licenciado Narciso Rovira Flores, como Acusador Particular; los Licenciados Jorge Carlos Figeac Cisneros, Ricardo Marcial Zelaya Larreinaga y Juan Miguel Cardona Arias como representantes de la Fiscalía General de la República, ambas partes como recurrente y el Licenciado Leonel Armando Rodríguez Cortéz, en su calidad de Fiscal Adscrito a esta Sala, todos mayores de edad, abogados a excepción del primero que es estudiante de Derecho y todos de este domicilio, a excepción del primero y de los Licenciados Escobar Colocho y Cardona Arias que son del domicilio de San Miguel.

La resolución pronunciada en Primera Instancia, en su parte pertinente, expresa: "... 1º.) Que el hecho que se investiga reúne los requisitos establecidos en los Artículos Primero, Segundo y Cuarto, Literal C, de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz; 2º.) Que de conformidad con el Art. 275 Ordinal 5º. del Código Procesal Penal y siguientes, en relación al Art. 119 Ordinal 2º. del Código Penal, SOBRESEESE EN FORMA DEFINITIVA a favor de los imputados excombatientes del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional FMLN, SANTOS GUEVARA PORTILLO, conocido por "Comandante Domínguez, SEVERIANO FUENTES FUENTES, de seudónimo "Aparicio" y FERMAN HERNANDEZ AREVALO, de seudónimo "Porfirio", de las generales expresadas, por el delito de Homicidio Agravado en los militares Norteamericanos DAVID H. PICKETT y EARNEST DAWSON, al primero y tercero; y al segundo por el delito de Autor Mediano en los Militares antes mencionados; permanezca el primero, en la libertad en que se encuentra, sin necesidad de fianza; y al efecto, levántense las órdenes de captura; y al segundo y tercer imputado, póngasele inmediatamente en libertad sin necesidad de fianza, librándose, al efecto, la correspondiente orden de libertad al señor Director General de Centros Penales y de Readaptación..."

Por su parte la resolución de alzada a que ya se hizo referencia, en su parte citadas y en los Arts. 1, 2 y 3 de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz", en el Art. 6 Numeral 5 del denominado "Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra", en el Art. 119 Numeral 2º. Pn.; en el Numeral 5º. del Art. 275 Pr.Pn. y en el Art. 548 Pr.Pn., SE RESUELVE: a) Declárase sin lugar la revocatoria del auto de sobreseimiento definitivo, pronunciado a favor de los expresados imputados; y como consecuencia, también declárase sin lugar la elevación a plenario de la presente causa solicitada en los escritos de expresión de agravios de las partes apelantes; y b) Confírmase en todas sus partes el auto de sobreseimiento definitivo, venido en apelación..."

Y CONSIDERANDO:

Ambas partes impetrantes han argumentado el motivo de fondo establecido en el No. 3 del Art. 572 Pr.Pn., que prescribe que "también se entenderá que hay motivo de fondo: cuando al dictarse sobreseimiento, por error, se hubieren estimado los hechos probados como comprendidos en un decreto de amnistía".

I) El acusador particular fundamenta su afirmación en el sentido de que la Cámara interpretó erróneamente el Art. 2 de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz, en la parte que dispone: "Se considerarán también como delitos políticos... y los cometidos con motivo o como consecuencia del conflicto armado, sin que para ello se tome en consideración la condición, militancia, filiación o ideología política". Tal interpretación es errónea, dice, porque no perteneciendo los militares asesinados a ninguno de los dos bandos beligerantes, por lo que un delito cometido en perjuicio de ellos no puede ser considerado como político, sino que se está en presencia de un delito común sin conexidiad con delito político alguno. Continúa manifestando el impetrante que la Cámara sentenciadora también infringió el Art. 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticos en Tránsito y el Art. 5 del Acuerdo Bilateral de Asistencia Militar entre los Gobiernos de E.E.U.U. y Honduras suscrito el 20 de mayo de 1954 establece que a este tipo de personal militar se le proporcionará todo privilegio e inmunidad conferida por la costumbre internacional al personal de una Embajada de rango correspondiente, por lo que dentro del territorio hondureño tenían el derecho de recibir el mismo tratamiento de un Diplomático y es por ello que se debió aplicar el Art. 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, que en su Art. 1, literales "b", "c", "d" y "e", les daba el rango de "Personas Internacionalmente Protegidas". También considera el impetrante que se ha infringido por errónea interpretación el Art. 6 Numeral 5º. del Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, pues este artículo no autoriza amnistía para crímenes de guerra, como lo son el homicidio agravado en los señores Pickett Dawson. Asimismo considera que se ha infringido por su no aplicación el Art. 3 común para los Cuatro Convenios de Ginebra; el Art. 129 del Tercer Convenio de Ginebra; el Art. 2 Numeral 2º. del Convenio sobre la Prevención y Castigo de Crímenes contra Personas Internacionalmente Protegidas; los Arts. 1 y 4 literal "C" de la Ley de Amnistía para la Consolidación de la Paz, pues al ser personas internacionalmente protegidas, no debió aplicarse la Ley de Amnistía. Finalmente considera que se ha infringido el Art. 144 de nuestra Constitución, que establece que los Tratados Internacionales celebrados por El Salvador, debidamente ratificados son leyes de la República y que la Ley no puede modificar el contenido de un tratado y que en caso de conflicto prevalecerá el Tratado.

II) Por su parte, la representación de la Fiscalía General de la República, en su escrito de interposición adujo que lo interponía por el mismo motivo de fondo ya expresado y que los preceptos legales que consideraba infringidos eran: el Art. 131 Ordinal 26 de la Constitución; Arts. 151 y 153 Pn.; Arts. 275 Ordinal 5º., 548, 649, 650 y 651 Pr.Pn.; y Arts. 1, 2 y 4 lit. c) de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz.

En cuanto a la disposición constitucional mencionada, consideran éstos últimos impetrantes que el hecho atribuido a los imputados fue calificado desde el principio como "Homicidio Agravado" (Delito Común), el cual según ellos no puede ser considerado como Delito Político ni como Delito Común Conexo con Político y que por su misma naturaleza de común no debió ser considerado como objeto de la amnistía, porque en su ejecución no participó un número de personas que no bajara de veinte sino que la columna guerrilera estaba integrada apenas por siete miembros. Consideran, asimismo, que el Homicidio Agravado investigado no pudo ser considerado como resultante del conflicto armado que vivía nuestro país y que en consecuencia se aplicaron indebidamente los Arts. 1, 2 y 4 lit. c) de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de La Paz, así como las disposiciones que ya se dejaron expresadas anteriormente. En su exposición también hacen una serie de consideraciones y diferencias entre Delitos Políticos, Delitos Comunes Conexos con Políticos y Delitos Comunes.

III) Admitido que fue el recurso por el mismo motivo de fondo aducido por ambos impetrantes, se trasladaron los autos a la Secretaría de la Sala a fin de que las partes formularan sus respectivos alegatos.

El Fiscal Adscrito a esta Sala, se concretó a señalar que los Homicidios Agravados que se investigan no debieron ser objeto de la gracia de amnistía bajo la argumentación de que fueron cometidos con motivo o como consecuencia del conflicto armado, a pesar de su naturaleza común, porque tal proceder constituye una inmerecida y peligrosa ampliación de tal gracia y además contraría la filosofía de la Ley de Amnistía General para la consolidación de la Paz, expresada en sus cuatro Considerandos. Finalmente pidió que los Tratados Internacionales mencionados por el acusador particular, deben ser dignos de tomarse en consideración, pues los hechos probados no debieron ser incluidos en el Decreto de Amnistía, ya que las víctimas era personas internacionalmente protegidas en virtud de los mismos Tratados.

Por su parte, el Acusador Particular insistió en considerar que los militares estadounidenses eran personas internacionalmente protegidas por su condición de Diplomáticos en Tránsito y una infracción penal contra ellos como el Homicidio Intencional no puede ser considerado como objeto de amnistía. Como abono a su posición cita a vía de ejemplo el caso conocido como Masacre de la Zona Rosa, en donde se denegó la amnistía a los imputados, por considerar que los soldados norteamericanos (marines) a quienes se les quitó la vida eran personas internacionalmente protegidas. Finalmente denuncia la "ilegalidad" cometida por el Juez de Primera Instancia de Chinameca por su proceder al ordenar la libertad de los imputados, ya que según el, primero debió sobreseer y solo si no se apelaba de su resolución ponerlos en libertad y no emplear el procedimiento invertido que realizó.

IV) En cuanto a los preceptos legales que el acusador particular considera infringidos y los argumentos que expone para sustentarlos, considera este Tribunal en primer lugar, que para poder gozar del privilegio de "Personas Internacionalmente Protegidas" como consecuencia de la condición de Diplomáticos en Tránsito que se les pretende atribuir, es menester probar plenamente dicha circunstancia, y tal como lo expresó al Cámara en el literal c) de su resolución de alzada, el Art. 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas no es aplicable al caso presente, porque no se llenaron los requisitos que establece dicha disposición y además no consta en el proceso prueba de lo afirmado por el acusador particular sobre que el "Acuerdo Bilateral de Asistencia Militar" entre los Gobiernos de Estados Unidos y Honduras, concede privilegios e inmunidades diplomáticas al personal militar del primero de dichos países. Tampoco consta en el proceso que la nave derribada tuviera el permiso de las autoridades correspondientes para sobrevolar el territorio nacional y si bien es cierto que posterior a la resolución de Segunda Instancia aparecen agregados unos documentos con los que se pretende probar que fue aprovisionada de combustible en la Base Aérea de Ilopango, según lo afirma además el sargento que realizó tal labor con conocimiento del Comandante de la Fuerza Aérea de El Salvador, tal situación no constituye prueba idónea ya que el Art. 131 Ordinal 29 de nuestra Constitución es bien claro al señalar que es a la Asamblea Legislativa a quien le corresponde "permitir o negar el tránsito de tropas extranjeras por el territorio de la República y el estacionamiento de naves o aeronaves de guerra de otros países por más tiempo del establecido en los Tratados o prácticas internacionales". Muy por el contrario, en la declaración rendida como testigo por el Coronel Mark Randal Hamilton, Comandante del Grupo militar estadounidense acreditado en El Salvador en la época en que se cometió el delito, categóricamente afirmó que era el quien autorizaba dichos vuelos y al personal de los mismos; que los tripulantes del helicóptero derribado eran miembros del Ejército de los Estados Unidos destacados en la Base de Soto Cano, Honduras y no asesores de las fuerzas armadas salvadoreñas y que el día de los hechos el Teniente Coronel Pickett había venida a saludarlo y a despedirse, siendo el mismo Coronel Hamilton quien les indicó la ruta que tomarían en el regreso a su base.

En cuanto a la similitud que se hace con los "marines" asesinados en la denominada "Masacre de la Zona Rosa", la situación es diferente, porque tales personas si estaban destacadas en El Salvador como miembros de la seguridad de la Embajada de los Estados Unidos y en el respectivo proceso se invocó la "Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, Inclusive los Agentes Diplomáticos ratificada por la Junta Revolucionaria de Gobierno de El Salvador el 27 de mayo de 1980, publicada en el Diario Oficial del 2 de junio del mismo año, en cuyo artículo 1, literal b) se expresa lo que se entiende por "persona internacionalmente protegida" o sea todas aquellas que conforme a los tratados internacionales vigentes, se acreditan ante el Gobierno de la República, entre las cuales se comprende el personal técnico y administrativo de las misiones Diplomáticas. En el caso sub judice, se ha insistido y así se ha expresado tanto en el sobreseimiento de Primera Instancia como en su confirmación por la Cámara de lo Penal de la Primera Sección de Oriente, de que el Ministerio de Relaciones Exteriores en su informe de fs. 1487 y 1488, categóricamente expresó que "los señores Pickett y Dawson no estaban acreditados ante el Gobierno de nuestro país, por lo que en consecuencia no se consideraban personas internacionalmente protegidas". Se han invocado también los Convenios de Ginebra ya mencionados anteriormente, pero se le debe recordar al acusador particular que dentro del "Protocolo II" Adicional a los mismos en su Art. 6 que se refiere a "Diligencias Penales", el Numeral 1 establece que: "El presente artículo se aplicará al enjuiciamiento y a la sanción de infracciones penales cometidas en relación con el conflicto armado. Luego en su numeral 5º. Establece que: "a la cesación de las hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más amplia posible (el subrayado es nuestro) a las personas que hayan tomado parte en el conflicto armado o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas por motivos relacionados con el conflicto armado". De manera que no es cierto lo afirmado por el acusador particular de que delitos como el investigado y en las circunstancias en que se cometieron no son merecedores de la gracia de la amnistía porque lo prohiben tratados internacionales suscritos por El Salvador. a este respecto la Sala desea hacer algunas consideraciones sobre la supuesta infracción al Art. 144 de nuestra Constitución que señala el acusador particular cuando afirma que a los imputados no debió habérseles concedido la gracia de la amnistía por ser los militares norteamericanos personas internacionalmente protegidas. En efecto, el Inc. 2º. de la citada disposición establece que "la ley no podrá modificar o derogar lo acordado en un tratado vigente para El Salvador. En caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalecerá el tratado". Como es sabido, la concesión de la gracia de amnistía es una facultad que la misma Constitución confiere al Organo Legislativo, derivada de la misma potestad soberana del Estado, cuyas motivaciones y justificaciones quedaron plasmadas en los Considerandos de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz", producto de los Acuerdos de Paz firmados por el Gobierno de la República y el "Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional", después de un sangriento conflicto que tuvo gran connotación internacional e intervención de los máximos organismos mundiales como la Organización de las Naciones Unidas (ONU) que contribuyeron a solucionarlo, después de grandes esfuerzos. En consecuencia, el argumento de que la Ley de Amnistía General, por su amplitud es inconstitucional, debe desecharse por cuanto la Asamblea Legislativa de este país dictó dicha ley en pleno ejercicio de su poder soberano y de conformidad con las atribuciones que le concede la Constitución en el numeral 26 del Art. 131. Esa Ley es una manifestación de la voluntad soberana y por la preeminencia que tiene la Constitución, prevalece sobre cualquier Tratado o Convenio Internacional y sobre cualquier Ley Ordinaria de la República. Además el Art. 84 de la Constitución dispone que el territorio de la República comprende el espacio aéreo y que ninguna Fuerza Armada de otro País puede penetrar en el Territorio Nacional sin la debida autorización que corresponde dictar privativamente a la Asamblea Legislativa (Art. 131 No. 28). En el caso subjúdice la nave aérea en la cual se conducían los señores Pickett y Dawson no tenía la autorización de la Asamblea ni de ningún Organo del Estado, lo cual resulta evidente en la declaración del Coronel Norteamericano Mark Randal Hamilton que ya se dejó relacionada, quien dijo que a él le correspondía dar órdenes sobre las naves que volaban dentro de nuestro territorio. Que los Convenios Internacionales que han sido citados por los recurrentes, ninguno limita la facultad de dictar Amnistía ni autorizaba a las personas que se conducían en la aeronave donde ocurrió el delito a volar sobre nuestro territorio, en aquellos momentos sujetos a las condiciones de una guerra civil que enfrentaban al ejército contra facciones subversivas, por el contrario el Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra que ya se dejó relacionado, en su Artículo 6 Numeral 5º. recomienda conceder la amnistía más amplia posible a los participantes en el conflicto cuando hubieren cesado las hostilidades. Por último el Convenio de Asistencia Militar celebrado entre los Gobiernos de Estados Unidos y de Honduras ha carecido siempre de validez para El Salvador por no ser signatario del mismo. En ese orden de ideas y siendo que el mismo Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, ya detallado anteriormente recomienda conceder la gracia de la amnistía más amplia a la cesación de las hostilidades, no se está violando el precepto constitucional mencionado y por el contrario el Decreto de amnistía está en armonía con dicho tratado internacional, en el entendido de que los militares norteamericanos no gozaban del privilegio de ser considerados "Diplomáticos en Tránsito" como ya se demostró.

En cuanto al otro argumento, esgrimido principalmente por la Fiscalía General de la República, de que los delitos investigados son constitutivos de delito común en los que no debió aplicarse el Decreto de Amnistía, esta Sala no comparte dicho criterio y por el contrario considera que en la resolución de la Cámara no se han infringido las disposiciones legales que se mencionaron en los escritos de interposición del recurso y que ya se detallaron anteriormente. La Sala desea resaltar el hecho de que si bien es cierto que el delito se tipificó como "Homicidio Agravado" (Art. 153 Pn.), tal delito, si bien es común, se originó como consecuencia del conflicto armado que vivía el país en esa época, ya que los imputados formaban parte de una columna del FMLN que operaba en la zona y la aeronave derribada era un helicóptero militar, del tipo UH-1H, color oscuro, de características semejantes a los que empleaba la Fuerza Aérea de El Salvador en sus combates contra la guerrilla y que volaba a baja altura, siendo en consecuencia dicho delito el resultado final del derribo. Es así como quedaron amparados por el Art. 2 de la referida "Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz" que dispuso considerar también como comprendidos en dicho decreto los cometidos con motivo o consecuencia del conflicto armado, sin que para ello se tome en consideración la condición, militancia, filiación e ideología política. Por otra parte el Art. 3 del referido decreto menciona claramente los hechos que quedaron excluidos del beneficio de la amnistía, dentro de los cuales no aparece el delito objeto del presente proceso.

Aún en el caso de considerar, para efectos de análisis, que el homicidio agravado constituyera un hecho independiente después del territorio del helicóptero, lo cual desde luego viola los principios contenidos en el Art. 3 del Convenio Relativo a la Protección de las Personas Civiles en Tiempo de Guerra (Convenio 4 de la Conferencia de Ginebra de 1949), "Conflictos sin Carácter Internacional", el cual debieron haber respetado los imputados, tal situación sin embargo queda subsanada por el Art. 6 No. 5 del Protocolo II Adicional a que ya se hizo mención en el párrafo anterior, como es la amplia concesión de amnistía a la cesación de las hostilidades.

Esta Sala hace la observación de que no obstante la redacción terminante del Decreto de Amnistía en cuanto a la libertad de los imputados favorecidos que debía de decretarse de manera irrestricta, el Juzgado de Primera Instancia de Chinameca debió haber pronunciado la resolución correspondiente sobreseyendo en primer lugar a favor de los imputados, pero no hubiera ordenado su libertad si no hasta quedar firme su resolución, razón por la cual se amonesta a la titular de dicho Tribunal por el error de procedimiento cometido.

Por todo lo expuesto se concluye que no existe el motivo de fondo alegado por las partes impetrantes y en consecuencia no ha lugar a casar la resolución que confirmó el sobreseimiento definitivo.

POR TANTO: de conformidad con las razones expuestas, disposiciones legales citadas y los Arts. 594, 596 y 598 Pr.Pn., a nombre de la República de El Salvador esta Sala, FALLA:

1) No ha lugar a casar la resolución definitiva de mérito y en consecuencia confirmase en todas sus partes.

2) Condénase en costas al recurrente Licenciado Narciso Rovira Flores.

3) Devuélvanse los autos al Tribunal respectivo con la certificación correspondiente. NOTIFIQUESE.

---J. M. MENDEZ---J. ARTIGA S.---GUERRERO.---PRONUNCIADO POR LOS SEÑORES MAGISTRADOS QUE LO SUSCRIBEN---EDUARD BON M.---RUBRICADAS.
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